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I.   NOVEDADES NORMATIVAS.
1.  Estado.
Novedades desde el 18 de junio de 2021.
→ Real Decreto-ley 24/2021, de 2 de noviembre, de transposición de directivas de la Unión Europea en las materias de bonos garantizados, distribución transfronteriza de organismos de inversión colectiva, datos abiertos y reutilización de la información del sector público, ejercicio de derechos de autor y derechos afines aplicables a determinadas transmisiones en línea y a las retransmisiones de programas de radio y televisión, exenciones temporales a determinadas importaciones y suministros, de personas consumidoras y para la promoción de vehículos de transporte por carretera limpios y energéticamente eficientes. 

Su Disposición final quinta modifica los artículos 328.4 y 331 letra a) de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se trasponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.

Concretamente, la disposición final quinta realiza las siguientes modificaciones de carácter técnico en la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, por la que se trasponen al ordenamiento jurídico español las Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero de 2014.
· De acuerdo con el artículo 328.4 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado elaborará y remitirá a la Comisión Europea cada tres años un informe referido a todos los poderes adjudicadores estatales, autonómicos y locales que, respecto de la licitación pública y ejecución de los contratos de obras, suministros, servicios, concesión de obras y concesión de servicios que estén sujetos a regulación armonizada, comprenda, entre otras, si procede, una serie de cuestiones.
Ahora, se añade una nueva letra f) a este apartado, por lo que también será necesario remitir «f) Información requerida por otras normas comunitarias que deba incluirse en estos informes».
· El artículo 331 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, obliga a las Comunidades Autónomas a remitir en formato electrónico al Comité de Cooperación regulado en el artículo 329, a través de sus órganos competentes y respecto de sus respectivos ámbitos territoriales, entre otras cosas, un informe comprensivo de todas aquellas cuestiones mencionadas en las letras b), c), d), y e) del apartado 4 del artículo 328 con una periodicidad de –al menos– cada tres años.
Asimismo, se modifica el artículo 126.1 del Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, de medidas urgentes por el que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas directivas de la Unión Europea en el ámbito de la contratación pública en determinados sectores; de seguros privados; de planes y fondos de pensiones; del ámbito tributario y de litigios fiscales, para que entre las cuestiones que la Junta Consultiva de Contratación Pública del Estado tiene que elaborar y remitir a la Comisión Europea cada tres años en forma de informe se incluya la «e) Información requerida por otras normas comunitarias que deba incluirse en estos informes».

→ Ley 14/2021, de 11 de octubre, por la que se modifica el Real Decreto-ley 17/2020, de 5 de mayo, por el que se aprueban medidas de apoyo al sector cultural y de carácter tributario para hacer frente al impacto económico y social del COVID-2019, resultando destacable en materia de contratación la regulación de la adquisición por las entidades del sector público de bienes muebles integrantes del Patrimonio Histórico Español. 
→ Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
→ Orden HFP/1031/2021, de 29 de septiembre, por la que se establece el procedimiento y formato de la información a proporcionar por las Entidades del Sector Público Estatal, Autonómico y Local para el seguimiento del cumplimiento de hitos y objetivos y de ejecución presupuestaria y contable de las medidas de los componentes del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. 
→ Orden HFP/887/2021, de 28 de julio, sobre los índices de precios de la mano de obra y materiales, sobre los índices de precios de los materiales específicos de suministros de fabricación de armamento y equipamiento, así como sobre los índices de precios de componentes de transporte de viajeros por carretera, para el cuarto trimestre de 2020, aplicables a la revisión de precios de contratos de las Administraciones Públicas. 
→ Real Decreto 470/2021, de 29 de junio, por el que se aprueba el Código Estructural. 
El nuevo Código Estructural es de carácter eminentemente técnico y adopta un enfoque prestacional, en línea con el empleado en otras instrucciones y códigos, como el Código Técnico de la Edificación, aprobado por Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, o las Instrucciones EHE-08 y EAE que quedan derogadas mediante la aprobación de este real decreto, lo que permite no limitar la gama de posibles soluciones y fomenta el uso de nuevos productos y técnicas innovadoras. En el Código se establecen y cuantifican unas exigencias de forma que puedan ser objeto de comprobación y cuyo cumplimiento acredita la satisfacción de los requisitos exigibles a las estructuras, y en especial el relativo a la seguridad. 
→ Resolución de 29 de junio de 2021, interés de demora operaciones comerciales segundo semestre natural 2021 (8,00%). 
→ Orden HAC/742/2021, de 2 de junio, sobre los índices de precios de la mano de obra y materiales para el tercer trimestre de 2020 y sobre los índices de precios de los materiales específicos de suministros de fabricación de armamento y equipamiento para el mismo periodo, así como sobre los índices de precios de componentes de transporte de viajeros por carretera desde enero de 2018, aplicables a la revisión de precios de contratos de las Administraciones Públicas. 
2.  Comunidades Autónomas.
2.1. Comunidad Autónoma de Aragón.
→ Orden PRI/1162/2021, de 30 de junio, por la que se dispone la publicación del Acuerdo entre el Ministerio de Sanidad y la Comunidad Autónoma de Aragón para fijar las condiciones de la adquisición de vacunas frente a la gripe estacional. 
La LCSP incorpora en el punto segundo de su disposición adicional vigesimoséptima un procedimiento de compras agregadas para el conjunto del Sistema Nacional de Salud. 
El régimen jurídico del Acuerdo entre el Ministerio de Sanidad y la Comunidad Autónoma de Aragón, hace referencia a lo regulado en los artículos 218 a 222, así como en la disposición adicional vigesimoséptima de la LCSP. 
Este Acuerdo Marco tendrá como finalidad la selección de suministradores, la fijación de precios máximos y el establecimiento de las bases que regirán los contratos derivados de suministros de las vacunas. 
II.- NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 
Las Sentencias, que a continuación se reseñan comprenden el periodo temporal comprendido entre el día 1 de marzo  de 2021 y el día 30 de octubre de 2021 figuran en el repertorio de ARANZADI al que expresamente se hace referencia.
TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE ARAGON
ST 68/2021, de 12 de marzo ( RJCA 1821/2021).
Dictada con motivo de recurso de apelación deducido frente a la Sentencia del Juzgado contencioso administrativo numero 1 de Zaragoza desestimatoria del recurso interpuesto frente a acuerdos del Gobierno de la ciudad de Zaragoza por los que se requiere a la sociedad concesionaria del servicio de autobuses urbanos el reintegro de los importes correspondientes a los viajes efectuados en la red de autobuses urbanos por el personal de la concesionaria por voluntad del concesionario.
El Ayuntamiento de Zaragoza reclama dichas cantidades desde el inicio de la concesion hasta el 31 de diciembre de 2017 por entender que la empresa debe asumir el coste de gratuidad de las prestaciones descritas.
La controversia radica en la interpretación del PCAP que rige el contrato. No se cuestiona la gratuidad de los bonos en virtud de lo establecido en el Convenio Colectivo, ni su validez de conformidad con el Reglamento de Viajeros. Tampoco se cuestiona la forma en que se retribuye la concesión de la que hay que detraer las cantidades recolectadas en concepto de tarifas. Lo que se discute es exclusivamente si lo recaudado por dichos bonos debe ser incorporado a  la liquidación en concepto de tarifa o no. 
La Sala confirma la Sentencia de instancia al considerar que la no previsión en el PCAP no puede determinar que dicha cuantía no se incorpore a la cuantía de las tarifas, cuando en aquellas se habla de “lo efectivamente recaudado”. La interpretación de las clausulas debe realizarse de forma conjunta y en la cláusula 13 se establece que “a los efectos de ejecución del nuevo contrato, la tarifa media resultante deberá incrementarse por el importe correspondiente a la no gratuidad (empleados y familiares) que quedan excluidos y por tanto, deberá disminuir el pago municipal por el servicio”.
A su juicio esa no gratuidad del nuevo contrato implica que la liquidación debe incrementarse por el importe de los bonos y por lo tanto se debe disminuir el pago municipal por el servicio. Dicha interpretación no se perjudica porque en el anterior concurso existiesen acuerdos en otro sentido. Al contrario la clausula 13 habla del “nuevo contrato” lo que refuerza la interpretación que se realiza en la Sentencia.
En consecuencia desestima el recurso de apelación y confirma la Sentencia de instancia. 
ST 242/2021, de 5 de julio (JUR/2021/323664)
Dictada con motivo del recurso de apelación deducido frente a Sentencia del Juzgado Contencioso Administrativo numero 4 de Zaragoza por la que se estimaba parcialmente el recurso interpuesto contra la Resolución del Presidente del Instituto Aragonés del Agua que desestimaba la petición de reajuste de tarifas formulada por la sociedad adjudicataria del contrato administrativo de concesión de obra pública para la redacción de proyectos, construcción y explotación de las actuaciones incluidas en la zona 07-A del Plan Especial de Depuración.
La cuestión controvertida radica en determinar si durante el desarrollo del contrato debe procederse o no al reajuste de volúmenes y en consecuencia del precio del contrato o tarifas, anualmente y de forma automática, al amparo del PCAP, tal y como la Administración había realizado en ejercicios anteriores. En la actuación impugnada la Administración se separa de la práctica seguida en ejercicios anteriores.
Para la Sala en un contrato sinalagmático no puede haber cláusulas que no tengan contenido ejecutivo, que queden vacías de mandato imperativo, quedando su aplicación a la mera voluntad de una de las partes. Entender que la clausula cuestionada es potestativa y la Administración puede reajustar o no, dependiendo de su voluntad, supondría una vulneración del articulo 125 del Código Civil por el que la validez y el cumplimiento de los contratos no puede dejarse al arbitrio de uno de los contratantes, y del articulo 1115 CC por el que cuando el cumplimiento de una condición depende de la exclusiva voluntad del deudor la obligación condicional será nula.
La literalidad de las cláusulas ha de interpretarse de la forma más adecuada a su ejecución y fin. Dado que la clausula está colocada en el precepto que regula la tarifa del contrato, debe ser de aplicación en este punto, sin que pueda depender su aplicación de la mera voluntad de la Administración. En todo caso la interpretación mas adecuada siempre tiene que ser la que dé lugar a un mayor equilibrio de las prestaciones.
La división en tramos del régimen de pagos obedece a la necesidad de remunerar costes fijos y los variables. El tramo A tiene por finalidad remunerar los costes fijos y el tramo B los variables. Se deben cubrir los costes fijos del contratista, agotando el tramo A siendo necesario el reajuste cuando éste no se haya agotado y, sin embargo haya excesos en el tramo B.
A juicio de la Sala una interpretación integradora de todo el clausulado que regula la tarificación obliga a aplicar la retarificación anual al ser la forma más adecuada de ejecución del contrato desde su vertiente del equilibrio prestacional. Si se sometiera su aplicación, como pretende la Administración, a la acreditación de circunstancias excepcionales se estaría añadiendo nuevas circunstancias no incluidas en el clausulado, que no permitirían un abono adecuado de las tarifas A y B , cuando éstas están pensadas en la retribución de gastos fijos y gastos variables.
La falta de seguridad jurídica y previsibilidad en el actuar administrativo, impide que pueda hacerse depender la aplicación de esta cláusula a la acreditación de circunstancias excepcionales, que quedarían sometidas a una indeterminación no deseada en la ejecución de un contrato.
Por todo ello estima el recurso de apelación y reconoce como situación jurídica individualizada la condena al IAA a acceder al reajuste solicitado por la concesionaria, compensando al tramo A, en términos anuales aquellos caudales imputados al tramo B, causados por episodios ocasionales de lluvias, variaciones estacionales etc. en tanto no se haya agotado el tramo A.
III.- ACUERDOS DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CONTRATOS PÚBLICOS DE ARAGÓN.
En el periodo comprendido entre el día 1 de junio de 2021 y el 18 de noviembre de 2021 se han dictado los Acuerdos 52 /2021 a 110/2021, estando a disposición de todos los interesados en la pagina web del TACPA del GA a la que nos remitimos. A continuación se realiza un breve comentario de aquellos  Acuerdos que pueden revestir un mayor interés:
Acuerdo 59/2021, de 9 de julio, por el que se resuelven los recursos especiales interpuestos frente a la exclusión de dos mercantiles asi como frente a la adjudicación del procedimiento de licitación denominado “ Servicio de limpieza viaria y recogida de residuos de Calatayud”.
Con carácter preliminar el Tribunal recuerda que se han interpuesto sendos recursos, en concreto tres, frente a la propuesta de exclusión de la licitación de las mercantiles recurrentes, el acuerdo de exclusión y la adjudicación del contrato. Dado que todos ellos presentan una clara e inequívoca relación, en aplicación del articulo 57 de la LPACAP procede a su acumulación.
Asimismo entiende que, dado que inicialmente se había interpuesto recurso contra la propuesta de exclusión de las licitadoras recurrentes, y que una vez adoptado el acuerdo expreso de exclusión y de adjudicación se ha interpuesto un nuevo recurso, al objeto de dar cumplimiento a la tesis del Tribunal por la que no cabe una “doble acción, evitando con ello un nuevo recurso contra la misma actuación, se inadmite el recurso en relación con el acuerdo expreso de exclusión de las actoras, manteniéndose en lo relativo a la adjudicación del contrato.
Respecto del recurso contra la propuesta de exclusión de la licitación de las actoras, el Tribunal resume los tres motivos de impugnación en un motivo común: la incorrecta valoración de la oferta de las recurrentes en lo relativo a los criterios sujetos a juicio de valor, que ademas consideran infundada por falta de motivación.
La resolución de la controversia exige acudir a la clausula 4.11.1 del PCAP que establece los criterios de cuya cuantificación dependen los juicios de valor. Para proceder a la adecuada valoración de dicha cláusula la Mesa de contratación hizo suyo el informe técnico de valoración emitido al respecto  en el que se califican como insuficientes las ofertas presentadas por las licitadoras. 
El Tribunal entiende que en el mencionado informe se contienen debidamente especificadas las razones que llevan a la calificación de insuficiente de las ofertas presentadas por las actoras, que ha supuesto que no hayan alcanzado el umbral mínimo fijado en la mencionada clausula, sin que las recurrentes hayan aportado argumentos que le permitan concluir que el órgano de contratación haya actuado de modo arbitrario o discriminatorio. El Tribunal reitera la tesis sostenida por el mismo de forma constante por la que la evaluación de aspectos técnicos es de aplicación discrecional de la Mesa de Contratación por mor de la denominada “discrecionalidad técnica” del órganos de contratación.
A su juicio las discrepancias técnicas sostenidas por la recurrente no desvirtúan la presunción de acierto de que goza el informe técnico de valoración del sobre B, sin que se haya evidenciado error, arbitrariedad o discriminación. Al contrario, en el recurso se reconoce que en el mencionado informe sí se explican las razones que justifican la calificación de algunos aspectos de la oferta como insuficiente. De aquel se deduce que la oferta no se atenía en cuanto al sistema de carga de los contenedores y en cuanto al volumen que aquellos debían reunir a los mínimos exigidos en los PCAP, lo que por si mismo constituiría una causa directa de exclusión por incumplimiento de dichas prescripciones mínimas.
Idéntica circunstancia concurre en relación con la omisión de la figura del encargado recogida en la clausula 6.1 de la oferta que no puede considerarse un error material. Si bien en la oferta económica, incluida en el sobre “C”, se recogían los costes de esa figura, nada se decía al respecto en la oferta técnica contenida en el sobre “B”, circunstancia sobre la que versa el informe cuestionado. A ello hay que sumar que  el PPTP atribuye a dicha categoría laboral el caracter de medio personal a adscribir obligatoriamente a la ejecución del contrato lo que agrava dicha omisión. En sus alegatos las recurrentes reconocen el yerro que padecía su proposición ,así como que han sido conocedoras de las razones que han  propiciado una valoración tan baja.
Por todo ello, junto con la aceptación  por parte de los recurrentes al participar en la licitación del PCAP y PPTP, que establecían un umbral mínimo de puntuación, el Tribunal desestima el recurso relativo a la propuesta de exclusión de las recurrentes. 
En relación con los recursos relativos estrictamente al acto de adjudicación del contrato, el Tribunal antes de abordar el fondo del asunto afronta el análisis de la posible vulneración del derecho a la defensa de las mercantiles recurrentes por cuanto no han podido consultar lo ofertado por sus competidoras dentro del sobre “B”, al haberle sido vedado el acceso al expediente por parte del órgano de contratación, en aplicación del articulo 133 LCSP
Para ello el Tribunal realiza una doble labor. Revisa si la aplicación del mencionado precepto ha mermado el derecho a la defensa de las recurrentes y analiza la conducta de éstas en lo relativo al modo en que se confeccionaron sus proposiciones, dado que pudo incidir en la decisión adoptada por el órgano de contratación.
Del informe técnico emitido respecto del contenido del sobre “B”, de valoración de los criterios de cuya cuantificación dependen los juicios de valor y del contenido de las proposiciones que integraban dicho sobre se comprueba que de los seis apartados y treinta subapartados en los que había  de dividirse la Memoria de Explotación a incluir en aquel las recurrentes habían declarado la confidencialidad de la totalidad de su contenido, en base a lo preceptuado en el articulo 133 LCSP  ya  mencionado.
Tras recordar una serie de acuerdos adoptados al respecto por distintos órganos de resolución de recursos contractuales, el Tribunal considera que en el ámbito de la contratación pública la contraposición de los principios de confidencialidad y de publicidad y transparencia debe analizarse a la luz de los siguientes parámetros:
-La declaración de confidencialidad no puede abarcar toda la documentación incluida en las proposiciones, debiendo precisar las licitadoras los documentos que tengan dicha consideración y las razones que justifican dicha calificación
- La declaración de confidencialidad no vincula al órgano de contratación que es quien ha de decidir si dicha calificación es adecuada. En todo caso solo sería predicable de las ofertas y no de los informes técnicos de evaluación
- El principio de proporcionalidad exige encontrar un equilibrio entre la protección de los intereses de las licitadoras y el derecho de defensa de quienes no resulten adjudicatarias
- El ejercicio del derecho de acceso al expediente puede verse limitado por una norma de rango legal pero dichos limites deben interpretarse de forma restrictiva.
En el supuesto enjuiciado el órgano de contratación asumió acríticamente las declaraciones de confidencialidad realizadas por las licitadoras, cuando una parte de la información contenida en las proposiciones no parecían tener encaje conforme a la doctrina expuesta. Asimismo realizó una exacerbada interpretación del principio de confidencialidad que motivó la evacuación de dos informes, uno de ellos el anteriormente mencionado que fue hecho público mediante inserción en el PCSP, y otro de carácter confidencial al que pudieron tener acceso las recurrentes parcialmente, solo en lo referente a la ponderación de su propia oferta.
A pesar de ello para el Tribunal la actuación del órgano de contratación no merece mayor reproche al haberse visto mediatizado por la conducta de las licitadoras recurrentes. A su entender opera el principio de “buena fe procesal”, de forma que las recurrentes obraron de idéntico modo a la adjudicataria, en cuanto a lo que se refiere a la declaración de confidencialidad, por lo que de acogerse su pretensión de acceder al contenido de las ofertas de sus competidoras sin permitir el acceso a la propia, supondría infringir el mencionado principio.
Para el Tribunal el deber de procurar a las licitadoras el contenido de las decisiones que incidan sobre la resolución del procedimiento de adjudicación se cumple a través de la notificación de la adjudicación que ha de incorporar una motivación suficiente. El acceso al expediente mediante solicitud de vista o copias del mismo sólo resulta exigible ante la insuficiente motivación de la resolución. En el supuesto enjuiciado ha de tenerse en cuenta la declaración de confidencialidad realizada por las recurrentes, que ha supuesto que sus competidoras no hayan tenido acceso a al documentación contenida en sus propuestas técnicas. Denegación de acceso que no resulta contraria a derecho al no tratarse de un derecho absoluto, sino sujeto a limites.
Asimismo entiende que las licitadoras han de asumir las consecuencias jurídicas de sus actos, de forma que su eventual derecho a la defensa cede ante el derecho a la protección de sus intereses comerciales porque así ha sido su deseo, al haber declarado todas ellas la confidencialidad de la totalidad de su oferta técnica. Por lo que entiende que no se ha vulnerado su derecho a la defensa,
Por ultimo el Tribunal la impugnación del acto de adjudicación, al considerar las recurrentes que la oferta de la mercantil adjudicataria ha vulnerado el apartado 8 del PPTP que tasaba la extensión máxima de la oferta técnica, siendo ello causa bien de una minusvaloracion de la oferta o de la exclusión del licitador.
La mencionada cláusula establecía criterios tanto respecto de la extensión máxima de la oferta técnica como relativos a otros aspectos, tales como tamaño de letra, interlineado, tamaño de folio. Analizado el expediente de contratación el Tribunal, en base a los principios de concurrencia u buena fe procesal, desestima el motivo de impugnación dado que es contraria a la buena fe procesal la pretensión de hacer valer para los demás las consecuencias de una norma, cuando quien la postula, tampoco ha obrado conforme a la misma, tal y como se acredita se produjo en el supuesto analizado.
En consecuencia desestima el recurso y confirma las actuaciones recurridas.
Acuerdo 81/2021, de 16 de septiembre, por el que se resuelve el recurso especial interpuesto frente a la adjudicación del procedimiento de licitación denominado “concesión del servicio de abastecimiento de agua potable  alcantarillado del municipio de Calatayud.
El recurso se fundamenta en que la oferta adjudicataria incurría en varios incumplimientos de los pliegos que rigen el contrato, por lo que debía haber sido excluida por la Mesa de Contratación. En concreto se denuncian incumplimientos del apartado 19.2 PCAP que indica el modelo económico a presentar por los licitadores; de la clausula 7.1.a) del PPTP que obliga a los licitadores a mantener un personal mínimo que deberá reflejarse en la oferta; del apartado 19.12 PCAP relativo a la justificación de costes de los medios materiales adscritos a la explotación del servicio que debe figurar en el estudio económico-financiero; del apartado 6 de anexo IV del PCAP que establece que en el estudio económico-financiero solo se consideraran  los ingresos tarifarios por la aplicación de las tarifas del servicio, no teniéndose en cuenta otros ingresos.,entre otros,
Para la resolución de los motivos de impugnación el Tribunal parte de la doctrina consolidada de todos los órganos encargados de la resolución de recursos contractuales, ya expuesta, por la que la evaluación de aspectos o cuestiones de naturaleza estrictamente técnica es de apreciación discreccional de la Mesa de contratación por lo que aquellos órganos han de limitarse a comprobar si se han seguido los tramites procedimentales y de competencia. Al análisis de posibles errores materiales o de si se han aplicado formulaciones arbitrarias o discriminatorias les resulta de aplicación la jurisprudencia del TS de la denominada “discrecionalidad técnica” de los órganos de contratación.
En el supuesto enjuiciado el Tribunal destaca que consta un informe técnico emitido por un comité de expertos, que valora los criterios sometidos a juicio de valor, y un informe que valora la documentación presentada en el sobre Tres y comprueba la viabilidad de las previsiones realizadas por el licitador al verificar su oferta, que concluye la suficiencia de la documentación aportada por la adjudicataria para acreditar el cumplimiento de las especificaciones técnicas.
El Tribunal considera que las discrepancias técnicas de la recurrente no llegan a desvirtuar la presunción de acierto de que gozan los informes técnicos mencionados, sin que se haya evidenciado la existencia de error, arbitrariedad o discriminación por su parte.
En consecuencia confirma la actuación de la Mesa de Contratación y desestima el recurso.
Acuerdo 90/2021, de 30 de septiembre por el que se resuelve el recurso especial interpuesto frente a la adjudicación del procedimiento de licitación del contrato denominado “Servicio de recogida de fracción, resto, envases y papel”, promovido por la Comarca de Belchite.
El recurso interpuesto plantea, mediante dos motivos diferentes, que dos de las ofertas presentadas, entre ellas la de la adjudicataria del contrato, deberían haber sido excluidas del procedimiento.
El primer motivo se funda en que la diferencia de puntos obtenidas por las competidoras del recurrente en la valoración del criterio “3.1. medios humanos” solo puede deberse a que se aportaran en sus respectivas ofertas técnicas, datos o información que debía formar parte del sobre “C”. Planteándose con ello si ha habido o no vulneración de la regla del secreto de las proposiciones.
Para su resolución el Tribunal recuerda los Acuerdos adoptados por el mismo respecto de esta cuestión que, en esencia, consideran que no se ha vulnerado el secreto de las ofertas cuando la información desvelada con antelación no es determinante de la valoración. En el supuesto enjuiciado se observa que la pretendida revelación del secreto de la oferta se basa en meras suposiciones o juicios de valor técnico, que no permiten constatar de forma fehaciente el supuesto incumplimiento, cuestión esta que se revela eminentemente técnica y por ende inserta en la doctrina de la discrecionalidad técnica. En consecuencia, desestima el motivo de impugnación.
El segundo motivo plantea la disconformidad del recurrente con la decisión de la Mesa de Contratación que permitió que dos licitadoras procedieran a la subsanación de sus ofertas económicas, ya que a su entender debieron ser excluidas al exceder sus ofertas del “precio máximo por prestación del servicio en el año base”, superando con ello el presupuesto de licitación, no procediendo por ello la subsanación de las mismas.
La resolución del motivo del recurso exige determinar las consecuencias que conlleva la comisión un error en la oferta económica y si debe admitirse su corrección una vez abiertas las ofertas. Para ello resulta de aplicación lo previsto en el articulo 139 LCSP, por el que la presentación de una proposición supone la aceptación incondicionada del PCAP, y en el articulo 84 del RGLCAP, que regula el rechazo de las proposiciones.
Tras recordar varias resoluciones del TACRC sobre el alcance de la subsanación de defectos en la oferta económica, el Tribunal considera que si se ha producido un manifiesto error material en la oferta que excediera el precio de licitación, en concreto el precio anual de prestación del servicio, lo que procedería ea el rechazo de la proposición, ya que admitir en fase de aclaraciones un importe diferente al consignado en la oferta constituye una clara modificación de ésta.
En el supuesto analizado la oferta ha sido modificada por las dos licitadoras afectadas porque ni siquiera coincide con los datos reflejados en el estudio económico presentado en el que se baso la Mesa de contratación para apreciar la existencia de error material. En consecuencia al concurrir los motivos que conforme al articulo 84 RGLCAP establece para la exclusión de los licitadores y constatar que a través de las aclaraciones las licitadoras tuvieron ocasión de modificar su oferta económica el Tribunal estima el recurso y anula la adjudicación ordenando la exclusión de las licitadoras afectadas.
Acuerdo 107/2021 de 11  de noviembre, por el que se resuelve el recurso especial interpuesto frente al acuerdo de exclusión de la licitación del contrato “Servicio de apoyo administrativo en la gestión de los expedientes sancionadores del Ayuntamiento de Binefar.
El objeto del recurso versa sobre la disconformidad a Derecho de la exclusión  de la licitación  de la mercantil recurrente en tanto que la notificación electrónica de requerimiento de documentación previa a la adjudicación, remitida por el órgano de contratación, no fue realizada a través de la sede electrónica municipal sino a través de la PCSP, mediante el sistema de avisos o comunicaciones a la dirección de correo electrónico facilitado por la recurrente.
Para la resolución de la controversia planteada el Tribunal acude a las cláusulas 10.2 y 14.5 del PCAP. Por un lado constata que el órgano de contratación llevó a cabo el requerimiento de aportación de documentación previo a la adjudicación, tal y como establecía la mencionada clausula 14.5 PCAP en consonancia con el articulo 150 LCSP, a través de la PCSP y que, en aplicación de la D.A. Decimoquinta de la LCSP, entendió que el plazo comenzaba a computarse a partir de la fecha de envío o remisión de la comunicación. Por otro que la clausula 10.2 PCAP prevé que las notificaciones del órgano de contratación se enviarán siempre a través de la carpeta ciudadana. Resultando con ello una evidente falta de congruencia entre ambas clausulas, al establecerse en ellas un diferente soporte para la práctica de las notificaciones.
El Tribunal entiende que la contradicción no puede perjudicar al licitador cuando no exista vulneración del principio de igualdad, de forma que la resolución de la controversia exigirá aplicar el mencionado PCAP de acuerdo con los principios de concurrencia competitiva y de proporcionalidad. Para ello parte de la premisa enunciada en la Resolución 724/2021, de 17 de junio, del TACRC por la que en ningún caso resulta admisible estimar producida la notificación por la mera constatación de la entrega en el buzón de la dirección de correo del acto notificado, cuando no hay constancia del acceso a su contenido, sin esperar a que transcurra el plazo en el que la ley presume que la notificación ha sido rechazada por no accederse a su contenido.
El PCAP no recoge de forma unívoca como se debe proceder para realizar la practica de las notificaciones, la controversia no puede resolverse aplicando de forma rigurosa la clausula 14.5 LCSP, obviando lo dispuesto en la clausula 10.2 del mismo pliego. Por ello, dado que el recurrente no accedió al contenido de la notificación y en consecuencia no presentó la documentación requerida como consecuencia de la confusión creada, el Tribunal entiende que no debió computarse el plazo establecido en la D.A. Decimoquinta de la LCSP. En consecuencia acoge la pretensión de la actora, en virtud de los principios de proporcionalidad y concurrencia competitiva, y acuerda anular el acuerdo de exclusión de la licitación.
IV. INFORMES DE JUNTAS CONSULTIVAS DE CONTRATACIÓN ADMINISTRATIVA.
A) Estado
Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Expediente 41/2021, de 28 de julio de 2021. Régimen jurídico de los contratos de distribución editorial.
En lo que atañe a su adjudicación, a los contratos de distribución editorial que celebren las entidades que tengan la consideración de Administraciones Públicas, les resultan de aplicación las normas que regulan la preparación y adjudicación de los contratos que celebren las Administraciones Públicas. 
Ello implica la aplicación de las reglas sobre concurrencia de la LCSP salvo que concurra alguno de los supuestos que lo excluye.
En lo que atañe a su adjudicación los contratos de distribución editorial que celebren las entidades del sector público que no tengan la consideración de Administraciones Públicas también resulta de aplicación el principio de concurrencia, salvo en los supuestos en que, por aplicación de la LCSP, cabe la adjudicación directa o en los casos en que no quepa competencia por aplicación del artículo 168 de la LCSP o de las instrucciones internas de contratación debidamente aprobadas en el caso de las entidades que no son poderes adjudicadores. 
→ Expediente 26/2021, de 28 de julio de 2021. Acreditación del cumplimiento de las obligaciones tributarias y de la Seguridad Social por parte de empresas extranjeras que no tengan sucursal en España. 
Resulta necesario acreditar que el licitador de un contrato público está al corriente en el cumplimiento de sus deudas tributarias u obligaciones con la Seguridad Social en España cuando se trate de un operador económico extranjero, aun en el caso de que éste carezca de establecimiento permanente y no sea residente fiscal en España. 
En este caso también resulta necesario, de conformidad con la Directiva 2014/24/UE, que el órgano de contratación solicite la documentación necesaria para acreditar que el licitador no tiene ambos tipos de deudas en su país de establecimiento. 
Tal extremo debe acreditarse, en el caso de las deudas tributarias o de Seguridad Social españolas, mediante una certificación que contenga los requisitos reglamentariamente establecidos y, en caso de que las autoridades españolas no puedan emitir este certificado, posible caso de los licitadores extranjeros que no tienen establecimiento en España, o de que el licitador no estuviese obligado a presentar las declaraciones o documentos que sirven para cumplir tales obligaciones, se acreditará mediante la presentación de una declaración responsable. 
Unos u otros documentos deben presentarse ante el órgano de contratación incluidos en la documentación acreditativa del cumplimiento de las condiciones de aptitud para contratar. 
Ante la circunstancia de que un operador económico carezca de establecimiento o presencia previa en el país en que se va a ejecutar el contrato, la declaración responsable podrá realizarse mediante una declaración jurada dirigida al órgano de contratación o mediante una declaración solemne, que deberá realizarse ante una autoridad judicial o administrativa competente, un notario o un organismo profesional o mercantil competente del Estado miembro o país de origen o del Estado miembro o país en que esté establecido el operador económico, si fueran diferentes. 
→ Expediente 24/2021, de 28 de julio de 2021. Restablecimiento del equilibrio económico del contrato de gestión de servicios a favor de la Administración y Salario Mínimo Interprofesional. 
Los Real Decretos 1462/2018, de 21 de diciembre, y 231/2020, de 4 de febrero, por los que se fija el SMI para los años 2019 y 2020, son de aplicación obligatoria y general a todos los contratos públicos cualquiera que sea la entidad del sector público de que procedan.
Las partes del contrato están vinculadas por el mismo y deberán cumplir las obligaciones a que se han comprometido no obstante la mayor onerosidad que la subida de dicho SMI suponga para ellas.
Los efectos de la subida del SMI sobre los contratos del sector público no conllevan ninguna compensación o indemnización para la parte que resulte perjudicada por la subida, sea el contratista o sea la entidad del sector público contratante, ni justifican una modificación contractual por tal motivo. 
→ Expediente 23/2021, de 28 de julio de 2021. Interpretación de la Disposición final novena del Real Decreto-Ley 36/2020. 
Cuando conforme a la disposición adicional vigesimonovena de la Ley 14/2011, de 1 de junio, de la Ciencia, la Tecnología y la Innovación un proyecto de investigación deba considerarse como una unidad funcional separada y autónoma a los efectos del artículo 101.6 de la LCSP, por cumplir los requisitos establecidos en la citada norma, tanto el procedimiento de selección del contratista como su posterior ejecución son distintos e independientes de los que pudieran corresponder a otros contratos que celebre el órgano de contratación. 
En el caso de que se celebre un auténtico subcontrato, en el que el contratista encarga la ejecución de parte de la prestación que es objeto del proyecto de investigación a un tercero, el subcontrato estará vinculado al contrato que le sirve de base y tendrá la consideración de autónomo. Por el contrario, si se trata de contrato relacionado con el proyecto pero que no puede considerarse como un subcontrato, debería tramitarse como cualquier otro contrato de la entidad consultante atendiendo a sus propias características. 
→ Expediente 14/2021, de 28 de julio de 2021. Tramitación de emergencia en los encargos a medios propios personificados. 
La LCSP autoriza el empleo de los encargos a medios propios personificados en los supuestos de tramitación de emergencia cuando se cumplan todas las condiciones legales para ello. 
La aplicación directa del artículo 120 de la LCSP a los encargos a medios propios personificados justifica la aplicación de las reglas que el propio precepto contiene a su tramitación, incluidas aquellas que permiten dispensar la necesidad de concurrencia previa de crédito y de la previa tramitación del expediente de contratación.
Para mayor seguridad jurídica, esta Junta Consultiva considera que sería conveniente que se aclarara la cuestión en el propio texto legal mediante las medidas que el legislador considere oportunas, por ejemplo, en su caso, mediante una modificación del artículo 32 de la LCSP en la que se haga referencia de modo expreso a la posibilidad de formalizar encargos a medios propios personificados en situaciones de emergencia, de acuerdo con lo previsto en el artículo 120.
 → Expediente 1/2021, de 28 de julio de 2021. Admisibilidad de ciertos tipos de umbrales y mejoras en contratos financiados mediante una subvención. 
No procede justificar el establecimiento de umbrales de saciedad en los criterios de valoración económica ni, en último extremo, excluir el criterio del precio como criterio de valoración del contrato por el mero hecho de que por debajo de una determinada cuantía se produzca una reducción de la financiación externa del mismo. 
Sólo en los casos en los que el objeto del contrato permita establecer unas unidades de prestaciones a ejecutar para satisfacer las necesidades planteadas pero que puedan verse incrementadas al objeto de mejorar la calidad de la prestación, pero sin variar ni ampliar su objeto cabría, en los términos previstos en el pliego, la posibilidad de admitir como criterio de adjudicación la mejora consistente en incrementar la ejecución de prestaciones análogas a la principal, pero únicamente como criterio residual en la adjudicación del contrato y para aquellos objetos contractuales que así lo permitan. 
No resulta posible establecer en un procedimiento de selección del contratista únicamente un criterio de adjudicación que constituya una mejora consistente en la mayor ampliación posible de las unidades análogas a las que componen la prestación objeto del contrato. 
B) Cataluña
Órgano:   Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 5/2021, de 1 de octubre, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalidad de Cataluña. Régimen jurídico aplicable a la contratación de prestaciones adicionales a las de un contrato adjudicado con anterioridad a la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 
Bajo la vigencia de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, no es posible la contratación de servicios complementarios a un contrato sometido a la Ley 30/2007, de 30 de octubre, de Contratos del Sector Público, mediante un procedimiento negociado sin publicidad tal como se preveía en el artículo 158.b de esta Ley de Contratos de 2007, al tratarse de una causa habilitante del procedimiento negociado sin publicidad no prevista y, por tanto, incompatible con el régimen jurídico de contratación pública vigente.
Hay que entender viable jurídicamente la modificación de un contrato adjudicado antes de la entrada en vigor de la vigente Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, cuando sea necesario añadir prestaciones adicionales a las contratadas inicialmente y el cambio de contratista no sea posible en los términos señalados en el artículo 205 de esta Ley de Contratos vigente, a pesar de tratarse de un contrato sometido a un régimen jurídico anterior en el que no se preveía esta causa de modificación de los contratos, sino que se preveía la contratación de aquellas prestaciones adicionales, también con la misma empresa contratista, pero mediante procedimiento negociado sin publicidad. En todo caso, para que dicha modificación sea posible es necesario que el contrato a modificar esté vigente y que concurran los requisitos establecidos en el apartado 1 y 2.a del artículo 205 mencionado. 
→ Informe 3/2021, de 30 de abril, de la Junta Consultiva de Contratación Administrativa de la Generalidad de Cataluña. Análisis de la posibilidad de incluir en el presupuesto base de licitación y en el valor estimado de un contrato, en el que opere la obligación de la empresa contratista de subrogarse como empleadora del personal adscrito a la ejecución del contrato precedente, el deudo, respecto a los salarios y cuotas de la Seguridad Social, contraída por la empresa contratista anterior con este personal. 
En la licitación de un contrato que comporte la obligación de la empresa contratista de subrogarse como empleadora del personal adscrito a la ejecución del contrato precedente, no procede tener en cuenta como coste o gasto, en el cálculo del presupuesto base de licitación y del valor estimado del contrato, las deudas que, si procede, la empresa contratista anterior tenga con el personal, respecto a salarios y a cuotas de la Seguridad Social devengadas, dado que no se trata de un coste laboral derivado de la ejecución del nuevo contrato que se licita.
En la licitación de un contrato que comporte la obligación de la empresa contratista de subrogarse como empleadora del personal adscrito a la ejecución del contrato precedente, el órgano de contratación tiene la obligación, entre otras, de incluir en el pliegos de cláusulas administrativas particulares toda la información que se considere necesaria para permitir a la futura empresa contratista evaluar adecuadamente los costes laborales que la subrogación implica, incluida la relativa a las deudas que, si procede, la empresa contratista anterior tenga con el personal, respecto a salarios y a cuotas de la Seguridad Social devengadas. 
C) Galicia
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.

No hay Informes desde el último Seminario.
D) Andalucía
Órgano:   Comisión Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 4/2020, de 26 de julio de 2021, de la Comisión Consultiva de Contratación Pública. Limitación de la duración de los contratos señalados en el art. 29 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público.
De acuerdo con lo establecido en el artículo 29.4 LCSP los contratos de suministros y de servicios de prestación sucesiva tendrán un plazo máximo de duración de cinco años, incluyendo las posibles prórrogas que en aplicación del apartado segundo de este artículo acuerde el órgano de contratación.
De acuerdo con lo establecido en el artículo 29.4 LCSP. segundo párrafo, excepcionalmente, en los contratos de suministros y de servicios, y también en los contratos mixtos que integran prestaciones propias de uno y otro, se podrá establecer un plazo de duración superior a los indicados cinco años cuando el órgano de contratación justifique debidamente que el período de recuperación de las inversiones directamente relacionadas con el contrato sea superior a dicho plazo quinquenal, así como que éstas no sean susceptibles de utilizarse en el resto de la actividad productiva del contratista o su utilización fuera antieconómica. 
Según se establece en el artículo 122.2 de la LCSP en los contratos de naturaleza mixta se podrá detallar en los pliegos reguladores el régimen jurídico aplicable a sus efectos, cumplimiento y extinción, atendiendo a las normas aplicables a las diferentes prestaciones fusionadas en ellos, evitando las incoherencias que puedan derivarse en el caso de que el régimen jurídico de la prestación principal pueda ser incongruente o insuficiente con la especialidad propia del resto de las prestaciones. De este modo, para la correcta ejecución del contrato mixto podrán fijarse condiciones adaptadas a la naturaleza de cada prestación particular. 
→ Informe 5/2020, de 26 de julio de 2021, de la Comisión Consultiva de Contratación Pública. Contratación del suministro de combustible para las embarcaciones de la inspección pesquera en los puertos de Andalucía.
El repostaje de las embarcaciones titularidad de AGAPA ha de hacerse en los términos y condiciones que resultan del “Acuerdo Marco de Homologación de Suministro de Combustibles Líquidos para el Parque Móvil de la Administración de la Junta de Andalucía y sus Entidades Instrumentales” que fue adjudicado mediante Resolución del Consejero de Hacienda y Financiación Europea (P.D. El Viceconsejero) de 29 de diciembre de 2020, debiendo formalizarse contratos basados en el mismo de conformidad con lo establecido en los Pliegos que rigen dicho Acuerdo Marco. 
→ Informe 6/2020, de 26 de julio de 2021, de la Comisión Consultiva de Contratación Pública. Posibilidad de reajustar la distribución de anualidades inicialmente prevista en un contrato una vez iniciada la ejecución del contrato.
De acuerdo con el artículo 96 apartado primero RGLCAP cuando por retraso en el comienzo de la ejecución del contrato sobre lo previsto al iniciarse el expediente de contratación, suspensiones autorizadas, prórrogas de los plazos parciales o del total, modificaciones en el proyecto o por cualesquiera otras razones de interés público debidamente justificadas se produjese desajuste entre las anualidades establecidas en el pliego de cláusulas administrativas particulares integrado en el contrato y las necesidades reales en el orden económico que el normal desarrollo de los trabajos exija, el órgano de contratación procederá a reajustar las citadas anualidades siempre que lo permitan los remanentes de los créditos aplicables, y a fijar las compensaciones económicas que, en su caso, procedan. 
De acuerdo con el artículo 96 apartado segundo del RGLCAP para efectuar el reajuste de las anualidades será necesaria la conformidad del contratista, salvo que razones excepcionales de interés público determinen la suficiencia del trámite de audiencia del mismo y el informe de la Intervención. 
De acuerdo con el artículo 96 apartado tercero del RGLCAP en los contratos que cuenten con programa de trabajo, cualquier reajuste de anualidades exigirá su revisión para adaptarlo a los nuevos importes anuales, debiendo ser aprobado por el órgano de contratación el nuevo programa de trabajo resultante.
En la praxis contable de la Intervención de la Junta de Andalucía se admiten los reajustes de anualidades previos a la adjudicación de los contratos impuestos por la demora en la tramitación de los respectivos expedientes, bastando en este supuesto, junto con las propuestas de documentos contables, una memoria justificativa y la resolución aprobatoria del reajuste presupuestario, siendo ello coherente con la regla básica de que la financiación presupuestaria de los contratos debe de ajustarse al ritmo requerido en la ejecución de las prestaciones por parte del contratista, debiéndose adoptar por el órgano de contratación todas aquellas medidas que sean necesarias para ello, no solo durante la ejecución del contrato formalizado, sino también al tiempo de programar las anualidades durante la fase de preparación del contrato anterior a la adjudicación del mismo.
La interpretación realizada por la entidad consultante cabe considerarla correcta y conforme a la normativa establecida, debiendo atenerse por tanto al procedimiento establecido en la normativa contractual y al resto de requisitos que se contemplen en las normas financieras que regulan el procedimiento de gasto público de la Administración de la Junta de Andalucía, o de la Administración Local, como es el caso. 
→ Informe 1/2020, de 9 de junio de 2021, de la Comisión Consultiva de Contratación Pública. Cuestiones relacionadas con la revisión de precios de los contratos de obras.
No cabe más que reiterar las mismas que se concluían en el informe 16/2016, de 8 de marzo de 2017, es decir: 
A los contratos de obras en los que se hubiera publicado la convocatoria del procedimiento de adjudicación, o en caso de no estar sujetos a publicidad tomando como referencia la fecha de aprobación del expediente, a partir del 30 de abril de 2008 (fecha de entrada en vigor de la LCSP) inclusive hasta la entrada en vigor de la Ley 34/2010, de 5 de agosto, que tuvo lugar el 9 de septiembre de 2010, de acuerdo con la disposición transitoria segunda, le resulta de aplicación el Decreto 3650/1970, de 19 de diciembre, calculándose el índice de revisión de precios a partir de la fecha de adjudicación. No obstante, la revisión de precios tendrá lugar de acuerdo con los requisitos establecidos en el artículo 77.1 de la LCSP.
A los contratos de obras en los que se hubiera publicado la convocatoria del procedimiento de adjudicación, o en caso de no estar sujetos a publicidad tomando como referencia la fecha de aprobación del expediente, desde el 9 de septiembre de 2010 inclusive hasta el 25 de diciembre de 2011 inclusive, le resulta de aplicación el Decreto 3650/1970, de 19 de diciembre, calculándose el índice de revisión de precios a partir de la fecha de formalización. En cuanto a la revisión de precios, puesto que la Ley 34/2010, de 5 de agosto, modifica el artículo 27 de la LCSP estableciendo la perfección de los contratos con la formalización del mismo y, por tanto, desplegando todos sus efectos a partir de ese momento, el año transcurrido desde el cual procedería la revisión de precios se contaría desde su formalización. 
A los contratos de obras en los que se hubiera publicado la convocatoria del procedimiento de adjudicación, o en caso de no estar sujetos a publicidad tomando como referencia la fecha de aprobación del expediente, a partir del 26 de diciembre de 2011 inclusive fecha de la entrada en vigor de las nuevas fórmulas de revisión de precios, resulta de aplicación el Real Decreto 1359/2011, de 7 de octubre, desplegando su efectividad el artículo 79.3 de la LCSP, siendo la fecha a partir de la cual se calcula el índice de revisión de precios la fecha de la formalización siempre que ésta se produzca en el plazo de tres meses desde la finalización del plazo de presentación de ofertas, o respecto a la fecha en que termine dicho plazo de tres meses si la formalización se produce con posterioridad. En cuanto a la revisión de precios, puesto que la Ley 34/2010 modifica el artículo 27 de la LCSP estableciendo la perfección de los contratos con la formalización del mismo y, por tanto, desplegando todos sus efectos a partir de ese momento, el año transcurrido del cual procedería la revisión de precios se contaría desde su formalización. 
→ Informe 12/2019, de 9 de junio de 2021, de la Comisión Consultiva de Contratación Pública. Alcance de la aplicación de la normativa contractual a los negocios jurídicos patrimoniales.
En el régimen de la contratación patrimonial deben de aplicarse las reglas sustantivas, materiales y procedimentales previstas en la normativa patrimonial que sea de aplicación teniendo en cuenta la prelación de fuentes y teniendo validez las remisiones que se hacen a la legislación contractual y, si no hubiera norma aplicable, podría acudirse a los principios de la LCSP para resolver las dudas y lagunas que pudieran presentarse.
Los negocios y contratos patrimoniales deben regirse por su normativa específica, por lo que no sería aplicable lo dispuesto en la disposición adicional 16ª de la LCSP, debiendo aplicarse por tanto lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas en defecto de norma específica. 
La disposición adicional 3ª apartado 8 LCSP se refiere a los expedientes de contratación y a los expedientes generados en la fase de ejecución de los contratos del sector público que celebren las entidades locales, no siendo por tanto de aplicación a los expedientes patrimoniales dejando a salvo lo que en relación con la preceptividad o no en los mismos, del informe jurídico del/la Secretario/a de la Entidad Local pueda establecer la normativa específica aplicable a las corporaciones locales, ya reguladora de los expedientes patrimoniales, ya de las funciones del Secretario de la Entidad Local. 
→ Informe 2/2020, de 9 de junio de 2021, de la Comisión Consultiva de Contratación Pública. Cuestiones relativas a la transmisión de acciones de una sociedad y la cesión de contratos.
La regulación de la figura de la cesión del contrato establece que esta no podrá autorizarse cuando suponga una alteración sustancial de las características del contratista si éstas constituyen un elemento esencial del contrato, ya que a la Administración no puede serle indiferente quién es el titular del contrato y, por ello, el supuesto de transmisión de la titularidad de todas o parte de las acciones representativas del capital social de una sociedad constituida específicamente para la ejecución del contrato se equiparan a la cesión del contrato, cualquiera que sea el porcentaje efectivamente transmitido, siempre que suponga una alteración del control efectivo de la sociedad contratista.
Entre los requisitos que se deben cumplir para ceder un contrato o para transmitir participaciones o acciones de una sociedad se encuentra el que el órgano de contratación autorice, de forma previa y expresa, la cesión o la transmisión de participaciones; y que el cesionario tenga capacidad para contratar con la Administración y la solvencia que resulte exigible, y no estar incurso en una causa de prohibición de contratar. 
→ Informe 3/2020, de 9 de junio de 2021, de la Comisión Consultiva de Contratación Pública. Naturaleza jurídica de sociedad mercantil municipal Puerto Deportivo de Benalmádena S.A. a los efectos de la Ley de Contratos del Sector Público.
A efectos de considerar una entidad como poder adjudicador, de acuerdo con la jurisprudencia del TJUE, la creación y calificación de una entidad como mercantil no es determinante para considerar que la misma satisface necesidades de interés general que no tengan carácter mercantil o industrial, pues el carácter mercantil o industrial ha de apreciarse desde un punto de vista funcional y no meramente formal. 
Una vez comprobado que la entidad tiene personalidad jurídica y que satisface necesidades de interés general que no tengan carácter industrial o mercantil, es necesario comprobar que se da alguno de los requisitos de control (financiero o de otro tipo) ejercido por otro poder adjudicador y que vienen recogidos en el artículo 3.3 d) de la LCSP. 
En consecuencia, los entes instrumentales que presten un servicio público o tengan que cumplir con obligaciones de servicio público se consideran poderes adjudicadores y, por tanto, se encuentran sometidos 11 al régimen de la legislación de contratos públicos, en caso de satisfacer necesidades de interés general que no tengan carácter mercantil o industrial, siempre y cuando concurran el resto de circunstancias recogidas en el artículo 3.3 d) LCSP. 
Con la necesaria cautela, atendiendo a las afirmaciones hechas por la entidad solicitante y a los elementos jurídicos, y su posible interpretación, concurrentes en la materia objeto de consulta, habría que concluir que no puede considerarse como poder adjudicador a PDB SA. 
E) Comunidad Valenciana
Órgano: Junta Superior de Contratación Administrativa.
→ Informe 7/2021, de 5 de octubre de 2021. Prohibición de contratar por incompatibilidad. Actuaciones no conformes a Derecho subsistiendo la prohibición. Presentación de nueva oferta por licitador contraria al principio de transparencia e igualdad entre los licitadores.
La propuesta de adjudicación de fecha 16 de junio de 2021 no es conforme a Derecho al incluir como posible adjudicatario una empresa incusa en prohibición de contratar. Por lo que se debería haber apreciado esta situación por el órgano de contratación y determinar su exclusión, proponiendo al segundo licitador en orden de valoración 
El cambio de administradores solidarios de la empresa incursa en prohibición de contratar y la venta de las participaciones desvinculándose el funcionario afectado por la prohibición de contratar antes de dictarse la adjudicación supone que es a partir de la fecha de elevación a públicos no antes cuando la empresa no está incursa en prohibición. 
No obstante la nueva propuesta de personal certifica los trabajos realizados , es decir la experiencia en trabajos realizados, que incide en un criterio de valoración lo que supone la presentación de una nueva oferta que no puede ser admitida so pena de conculcar los principios de transparencia e igualdad entre los licitadores además de no ser conforme con los plazos.
De adjudicar el contrato a la UTE según propuesta de 16 de junio de 2021 debe recordarse que el art. 39. 2 a) de la LCSP declara la nulidad de pleno derecho de los contratos celebrados cuando el adjudicatario este incurso en alguna de las prohibiciones para contratar señaladas en el artículo 71. 
Visto todo lo actuado esta Junta entiende que no puede adjudicarse el contrato a la UTE conforme a la propuesta de adjudicación de fecha 16 de junio de 2021. 
→ Informe 6/2021, de 5 de octubre de 2021. Renuncia a un contrato, requisitos. Prestación que no es objeto de un convenio.
El cambio de criterio en la gestión de ambos servicios que responden no motiva la renuncia y por tanto no puede justificar la misma so pena de incurrir en arbitrariedad. 
Suscribir un convenio con los clubs deportivos locales para la prestación de los servicios vulnera los principios rectores de la contratación pública. 
No habiendo justificado la entidad municipal la fórmula a la que se va a acudir para prestar el servicio, no es posible entender acreditado el ahorro que se va a obtener ni la mejora en la gestión (que en ningún momento se cuantifica), por tanto que la decisión de no adjudicar el contrato redunde en una mayor protección del interés público. 
→ Informe 5/2021, de 28 de julio de 2021. Gestión directa de servicio público de transporte colectivo urbano de pasajeros pro sociedad municipal. No es de aplicación el art. 24.6 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, relativo a la encomienda de gestión para la compra de dos autobuses eléctricos.
La adquisición de dos autobuses eléctricos por la EMT forma parte de esa misión de servicio público para cuya gestión directa se constituyó, no siendo aplicable el art. 24.6 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público. 
→ Informe 4/2021, de 28 de julio de 2021. Cuestiones que no son objeto de la Junta Superior de Contratación Administrativa. La relación coste-eficacia. Defectos o errores de tramitación.
No corresponde a esta Junta resolver las cuestiones que plantea el órgano consultante. 
El órgano de contratación valoradas las circunstancias puede establecer en base al binomio coste-eficacia únicamente criterios de valoración de calidad. Cuando exista un único criterio de valoración este deberá ser necesariamente el precio.
La Directiva 2014/24/UE mantiene que la adjudicación de los contratos debe hacerse sobre la base del criterio de la oferta económicamente más ventajosa, que, a su vez, se ha de determinar “…desde el punto de vista del poder adjudicador se determinará sobre la base del precio o coste, utilizando un planteamiento que atienda a la relación coste-eficacia, como el cálculo del coste del ciclo de vida con arreglo al artículo 68, y podrá incluir la mejor relación calidad-precio, que se evaluará en función de criterios que incluyan aspectos cualitativos, medioambientales y/o sociales vinculados al objeto del contrato público de que se trate.” (Art. 67. de la Directiva 2014/24/UE). Por tanto, no determina en ningún caso que en esa relación coste - eficacia o en la relación calidad - precio, siempre se haya de aplicar el criterio precio en su modulación de precio más bajo. Es más, la propia Directiva admite que no se valore la minoración del criterio coste o precio, en cuanto admite que se opere sobre un coste o precio fijo, cuando determina en su artículo 67.2, que: “El factor coste también podrá adoptar la forma de un precio o coste fijo sobre la base del cual los operadores económicos compitan únicamente en función de criterios de calidad. 
Los defectos o errores en la tramitación, siempre que se trate de un acto de tramite no cualificado como es la propuesta de adjudicación, que no genera ningún derecho al licitador propuesto, podrán ser corregidos por el órgano de contratación que resolverá lo pertinente. 
La contratación consultada no es objeto de recurso especial. 
→ Informe 3/2021, de 9 de abril de 2021. Presentación manual de proposiciones u ofertas por personas jurídicas en los registros de entrada. Excepciones a la presentación por medios electrónicos de las personas físicas y jurídicas. Prevalencia de la Ley de Contratos del Sector Público sobre el art. 14.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
Debe admitirse la presentación manual con presencia física si el licitador es persona jurídica en los Registros de Entrada. Los Registros deberían asegurar la fecha y hora de la presentación, la confidencialidad de las ofertas o proposiciones y en este caso concreto, el anonimato del licitador exigible en el concurso de proyectos.
No es aplicable el art. 14.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas en relación en los procedimientos de contratación, prevalenciendo la LCSP al contener expresamente la regulación de las excepciones previstas a la presentación por medios electrónicos de las proposiciones u ofertas tanto para personas físicas como jurídicas.
→ Informe 2/2021, de 18 de junio de 2021. Contratación irregular. Enriquecimiento injusto. Revisión de oficio. Obras que deben ser objeto de licitación. Improcedencia del procedimiento negociado por urgencia.
Transcurridos todos los plazos previsibles en los acuerdos plenarios, no hay cobertura legal que ampare la situación actual de prestación del servicio, por lo que nos encontramos ante una contratación verbal, expresamente prohibida en la legislación de contratos y, por ende, nula de pleno derecho, con el consiguiente enriquecimiento injusto de la administración contratante.
Nada obsta a que el Ayuntamiento consultante licite otro procedimiento de contratación al margen del suspendido y que al mismo tiempo se inicie la tramitación de la revisión de oficio de la contratación irregular actual en los términos y condiciones del art. 34 del TRLCSP, artículos 10.8 b) de la Ley de la Generalitat 10/1994, de 19 de diciembre, de creación del Consell Jurídic Consultiu de la Comunitat Valenciana, y 106.1 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
No procede entender incluidas en el objeto del contrato las obras como las sometidas a consulta concretadas con posterioridad al inicio de la ejecución del contrato sobre la mera base de menciones genéricas en los pliegos puesto que no existe determinación previa de su alcance y valoración, y cuya concreción ha quedado diferida a decisiones posteriores, que podrán realizarse o no por la Administración titular del servicio o por el contratista en función de una decisión discrecional. 
Las referidas obras deberán licitarse con todas las garantías de publicidad, transparencia, libre concurrencia e igualdad entre los licitadores y serán financiadas por la propia Administración. No considerando esta Junta la posibilidad de acudir a un procedimiento negociado del art. 168 de la actual Ley de Contratos del Sector Público al no existir ninguna causa excepcional que lo justifique. 
→ Informe 1/2021, de 9 de abril de 2021. Aplicación del convenio colectivo sectorial para el cálculo del presupuesto base de licitación. Actuación del órgano de contratación ante la previsión de la subrogación.
De la lectura de los arts. 100, y 102 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, se concluye los costes salariales al confeccionar el presupuesto de licitación deben ser los del convenio sectorial. 
El órgano de contratación deberá actuar conforme al art. 130.1 segundo apartado que dispone: “A estos efectos, la empresa que viniese efectuando la prestación objeto del contrato a adjudicar y que tenga la condición de empleadora de los trabajadores afectados estará obligada a proporcionar la referida información al órgano de contratación, a requerimiento de este. Como parte de esta información en todo caso se deberán aportar los listados del personal objeto de subrogación, indicándose: el convenio colectivo de aplicación y los detalles de categoría, tipo de contrato, jornada, fecha de antigüedad, vencimiento del contrato, salario bruto anual de cada trabajador, así como todos los pactos en vigor aplicables a los trabajadores a los que afecte la subrogación. La Administración comunicará al nuevo empresario la información que le hubiere sido facilitada por el anterior contratista. 
F) Aragón
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 10/2021, de 18 de octubre de 2021. Anteproyecto de Ley de dinamización del medio rural de Aragón. 
El anteproyecto de ley de dinamización del medio rural de Aragón recoge una serie de principios generales y directrices de actuación que requerirán de posterior desarrollo para alcanzar los fines previstos. Las medidas propuestas que inciden en el ámbito de la contratación pública deberán respetar los principios esenciales y disposiciones establecidos en la normativa básica de contratación pública, cuya base se asienta en un sólido marco jurídico comunitario. 
Con el fin de garantizar una mayor seguridad jurídica y coherencia, frente a los riesgos de una dispersión normativa a través de leyes sectoriales, y como ha señalado esta Junta en anteriores pronunciamientos, resulta más adecuado que las disposiciones que generen derechos y obligaciones con contenido preciso en materia de contratación pública, sean objeto de regulación conjunta e integral considerando el marco jurídico autonómico, estatal y comunitario en el que se engloba. Por este motivo, se recomienda eliminar el apartado tercero del artículo 17 y el inciso del art. 72.4 relativo al artículo 205 de la LSCP. 
El establecimiento de cláusulas sobre discriminación positiva o arraigo requiere mayor rigor en su justificación, especialmente respecto a la relación directa que deben mantener con el objeto del contrato y con las necesidades a satisfacer, a fin de evitar que colisionen con los principios de no discriminación e igualdad de trato entre licitadores, libertad de empresa, transparencia y defensa de la competencia, que constituyen pilares de la contratación pública. 
→ Informe 9/2021, de 18 de octubre de 2021. Composición de mesas de contratación. Aplicación en el ámbito de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón del artículo 326.5, tercer párrafo, de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público. 
La LCSP regula con carácter general las mesas de contratación en su artículo 326, artículo que no tiene carácter básico, y, en atención a la doctrina constitucional sobre la cláusula de supletoriedad del Derecho estatal recogida en el artículo 149.3 CE ya citada en el apartado III de este informe, no es de aplicación en el ámbito de las mesas de contratación de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón.
La Comunidad Autónoma de Aragón ostenta la potestad de autoorganización consagrada en el artículo 148.1.18 de la Constitución y en el artículo 71 del Estatuto de Autonomía de Aragón para regular las cuestiones relativas a la gobernanza, planificación y organización administrativa en el ámbito de la contratación pública, dentro de la cual se ubican los órganos de asistencia, como son las mesas de contratación. 
Es el artículo 8 de la Ley 3/2011, de 24 de febrero, de medidas en materia de Contratos del Sector Público de Aragón, modificado en este punto por la Ley 5/2017, de 1 junio, de Integridad y Ética Públicas, el que regula la composición y funcionamiento de las mesas de contratación y los comités de expertos en el ámbito de la Administración de la Comunidad Autónoma de Aragón, y, por ello, el único aplicable, no estando prohibida ni la presencia de personal funcionario interino ni del personal que haya participado en la redacción de la documentación técnica del contrato de que se trate. 
G) Canarias
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Recomendación 1/2021, de 28 de octubre de 2021. Gastos generales y beneficio industrial en los contratos del Sector Público canario.
El artículo 101.2 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, es de aplicación general a los distintos tipos de contrato que se regulan en dicha norma. En consecuencia, para determinar el valor estimado de contratos distintos al contrato de obras, igualmente deberán desglosarse los gastos generales de estructura y el beneficio industrial. 
Ante la ausencia de una norma específica para la determinación en el valor estimado de los contratos distintos al contrato de obras, en concreto, de los porcentajes correspondientes a los gastos generales de estructura y el beneficio industrial, se puede partir como referencia de la aplicación a todos los contratos, de lo establecido en el artículo 131 del RGLCAP, de modo que los porcentajes establecidos en este precepto del 13% al 17% para los gastos generales y del 6% para el beneficio industrial, puedan ser de aplicación a los contratos distintos al contrato de obras. 
En los contratos de obras, la Administración Autonómica ha fijado el porcentaje a aplicar por todos los departamentos del Gobierno de Canarias en los proyectos de obras en concepto de gastos generales en el 16% del presupuesto de ejecución material, porcentaje que podrá ser de aplicación, igualmente, a los contratos de obra a realizar por el resto de poderes adjudicadores que conforman el sector público de esta Comunidad Autónoma. 
En el desglose del valor estimado de los contratos distintos al de obras, se podrá determinar el porcentaje del 6% como beneficio industrial, si bien la utilización de cualquier otro porcentaje deberá justificarse en el expediente. 
Para determinar exactamente el porcentaje a aplicar como gastos generales en los contratos distintos al de obras, el órgano de contratación podrá, en la medida que lo considere adecuado a la naturaleza de la prestación contractual y a las características propias del contrato en cuestión y forma motivada, aplicar la franja del 13% al 17% en base a los indicadores y en la forma plasmada en la presente recomendación, reiterando el carácter facultativo y no vinculante de la misma. No obstante, la aplicación de cualquier porcentaje de gastos generales, diferente o no, al señalado en el artículo 131 del RGLCAP (13% al 17%) también precisará que el órgano de contratación lo justifique adecuadamente en función de la naturaleza de la prestación y de las características singulares propias del contrato. 
No obstante, destacar la no necesidad de este desglose en los supuestos de bienes muebles cuyo precio se determina por el propio mercado 
Finalmente, reiterar que cualquiera que sea el porcentaje de gastos a aplicar, en ningún caso supondrá un incremento de valor de los contratos, sino tan solo, una distribución y desglose de conceptos. 
→ Informe 3/2021, de 10 de junio de 2021. Prohibiciones para contratar mediante resolución administrativa sancionadora firme.
Las prohibiciones de contratar reguladas en LCSP producidas por resoluciones administrativa sancionadoras firmes pueden ser apreciadas directamente por el órgano de contratación cuando la resolución administrativa se hubiera pronunciado expresamente sobre su alcance y duración, subsistiendo durante el plazo señalado en la misma. 
Cuando las resoluciones administrativas sancionadoras firmes no se pronuncien expresamente sobre el alcance y duración de la prohibición, se deberán determinar tales extremos mediante procedimiento instruido al efecto, por el órgano competente. 
La resolución que ponga fin a dicho procedimiento y que determine, en su caso, el alcance y la duración de la prohibición de contratar, producirá efectos desde la fecha de inscripción en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público, ROLECE. 
En las prohibiciones de contratar cuya eficacia está condicionada a su inscripción en dicho Registro, se han de admitir a las licitaciones a aquellos operadores económicos en los que, incurriendo en causa de prohibición de contratar, esta no haya sido aún objeto de inscripción en el ROLECE, para lo cual habrá de determinarse, previamente, su alcance y duración en el correspondiente procedimiento. 
En cuanto a los contratos que se encuentran en vigor de un operador económico al que se le declara, de manera sobrevenida, en prohibición para contratar, al no estar previsto en la LCSP como causa de resolución, sólo se podrá instar expediente de resolución contractual si se ha recogido expresamente en los pliegos que rigen la contratación o la concurrencia de alguna causa que lo invalide conforme al derecho civil. 
→ Informe 2/2021, de 1 de junio de 2021. Contratos reservados a centros especiales de empleo de iniciativa social, a empresas de inserción y programas de empleo protegido en relación a los contratos tramitados en el ejercicio 2020.
Las unidades administrativas de los órganos de contratación ya tienen un conocimiento de la existencia de la figura de los contratos reservados, contratos regulados en la norma europea y en nuestro ordenamiento jurídico interno a través de la LCSP, la cual, impone la obligación a estos órganos de contratación de reservar un mínimo de sus contrataciones a los Centros Especiales de Empleo de iniciativa social y a las Empresas de Inserción, para cumplir un fin social, así como del Acuerdo de Gobierno de 22 de mayo de 2019, que fija el porcentaje mínimo de reserva del 2% del importe del presupuesto total de las nuevas contrataciones adjudicadas en el ejercicio inmediatamente anterior, y cuyo objeto corresponda a prestaciones adecuadas a las actividades de los Centros Especiales de Empleo de iniciativa social, Empresas de Inserción y programas de Empleo Protegido. 
Cabe destacar la tramitación de los procedimientos incoados por la Secretaria General Técnica de la Consejería de Educación, Universidades, Cultura y Deportes, por el Servicio Canario de Empleo y por el Instituto Canario de Desarrollo Cultural S.A., que 10 de 14 han tramitado esta figura contractual a través de la división en lotes de un procedimiento abierto, en concreto: 
- La Consejería de Educación, Universidades, Cultura y Deportes procede a la licitación del expediente relativo al servicio de mantenimiento y conservación de varios centros docentes mediante procedimiento abierto que se divide en 10 lotes, de los cuales 4 de ellos están reservados a empresas de inserción, de acuerdo con lo establecido en la Disposición Adicional 4ª de la LCSP, con un presupuesto base de licitación total de 6.805.390,59 €, y un presupuesto de licitación para los lotes reservados a empresas de inserción (lotes 1, 4, 5 y 9) que asciende a la cantidad de 1.754.907,00 €, lo que supone un porcentaje del 25,79 % con respecto al presupuesto total de esta licitación.
Respecto a este expediente, que actualmente se encuentra en tramitación, comentar: 
a) que la licitación limita la participación a las empresas de inserción y no incluye a las CCEE de iniciativa social, cerrando el ámbito de actuación de esta tipología de contratos, que por sí ya es limitada, no encontrándose en el expediente justificación de esta limitación en la licitación, pero sí en el recurso especial interpuesto por una empresa que fue excluida por no cumplir el requisito, en donde se justifica que: “la normativa de aplicación por tanto, otorga a la Administración la facultad de reservar a los dos tipos de entidades, conjuntamente o por separado, disponiéndose que es preferible esta última opción”. No obstante, dada la escasa utilización de esta figura se considera que es más conveniente optar por reservar conjuntamente a las dos tipologías de entidades. 
b) la normativa exige que en el anuncio de licitación deberá hacerse referencia a la disposición adicional cuarta de la LCSP que regula los contratos reservados, pero en esta licitación se comprueba que en el anuncio sólo se hizo referencia a la naturaleza de las entidades, no así a la disposición concreta, siendo conveniente que, dado la singularidad de estas contrataciones, la publicidad sea más llamativa. 
- El Servicio Canario de Empleo licita el expediente “Servicio de mantenimiento y conservación de jardines del Servicio Canario de Empleo en la Comunidad Autónoma de Canarias” dividido en dos lotes GC (Lote I) y TF (Lote II), por un presupuesto base de licitación de 94.413,26 € como contrato reservado a CEE de iniciativa social y de inserción.
El lote I queda desierto por no presentarse propuestas, y el lote II se adjudica a CEE Laborsord S.L., centro especial de empleo de iniciativa social, por importe de 35.378,97 €, impuestos incluidos. 
Además, se comprueba que, en el anuncio de licitación, se hace referencia expresa a las entidades y a la disposición adicional cuarta de la LCSP.
- El Instituto Canario de Desarrollo Cultural S.A., sociedad mercantil pública adscrita al área de cultura del Gobierno de Canarias (que opera bajo este nombre desde 2021, fruto de la reestructuración efectuada en Canarias Cultura en Red S.A.), realiza dos licitaciones:
1. El Servicio de limpieza de las sedes, dependencias, zonas comunes y mobiliario de propiedad o gestionados por la empresa pública Canarias Cultura en Red S.A., mediante procedimiento abierto simplificado y por un presupuesto base de licitación de 88.596 EUR., dividido en tres lotes.
Al respecto, comentar que no se especifica en el título de la licitación que se trata de un contrato reservado, solo se hace referencia en las condiciones de admisión y en la cláusula 4 del PCA, pero no especifica los lotes determinados, sino una declaración general. 
El resultado es que se adjudican dos lotes a empresas que no cumplen los requisitos, y otro lote queda desierto, observándose que se admiten empresas que no cumplen con los requisitos para ser adjudicatarias. 
2. La prestación del servicio de Asistencia de Sala y Atención al Público, con perspectiva de género, de los inmuebles gestionados por la sociedad mercantil pública Canarias Cultura en Red S.A., mediante procedimiento abierto por un presupuesto base de licitación de 173.853,6 €, dividido en tres lotes.
Respecto a este contrato, comentar que no se señala que sea reservado, no obstante, el lote tres se adjudica a Integra, mantenimiento, gestión y servicios integrados CEE S.L, empresa que no es de iniciativa social, pero destacar que estas entidades pueden licitar a cualquier contratación, aunque no sea reservada, siempre que cumplan los requisitos exigidos en la misma. 
Procede poner de manifiesto, que en estas licitaciones se han comparado ofertas entre empresas que no cumplen las condiciones para ser adjudicatarias de este tipo de contratos, esto es, no se compara con otros Centros Especiales de Empleo de iniciativa social, y/o empresas de Inserción, de acuerdo con los previsto en la normativa reguladora de la contratación del sector público. 
3. El resto de órganos de contratación que han tramitado contratos reservados, han utilizado o han llevado a cabo esta reserva, a través de la figura de la contratación menor, siendo estos órganos los siguientes:
• DG de Función Pública: contrato de retirada de cajas llenas de papel, por importe de 585,72 €, a favor de Ecatar Canarias S.L (centro de inserción).
• DG de Modernización: suministro de bolígrafos por importe de 900,00 €, a favor de Activando Sueños de Inserción SLU (centro de inserción). 
• DG de Seguridad y Emergencias: acondicionamiento de jardines por importe de 15966,50 € a favor de Trampolín Solidario SLU (empresa de inserción). 12 de 14 
• Instituto Canario de Administración Pública (ICAP): contrato de control de acceso a las aulas por importe de 4.200 €, con Trampolín Solidario SLU (empresa de inserción). 
• Agencia Tributaria Canaria (ATC): servicio de limpieza de zonas del edificio Royal, por importe de 2717,67 € con CEE Compi Servicios S.L (CEE de iniciativa social). 
• GMR Canarias S.A.: lavado industrial de ropa de trabajadores, por importe de 15844,82 €, con la empresa CEE Ilunion, Lavanderías de Canarias S.A (CEE de iniciativa social). 
Como cuarta conclusión, advertir que las unidades administrativas siguen teniendo desconocimiento de cuáles son las entidades que pueden ser adjudicatarias de este tipo de contratos, y qué características han de concurrir en las mismas, así como en dónde disponer de una relación fiable de estas entidades con la seguridad de que, las mismas cumplen con las características requeridas.
Más en concreto, se advierte un desconocimiento de la distinción entre Centros Especiales de Empleo de iniciativa social y otros Centros Especiales de Empleo, cuando sólo los primeros pueden ser adjudicatarios de este tipo de contratos. 
Se comprueba que, en este ejercicio 2020, hay varios órganos de contratación que han tramitado contratos en los que el adjudicatario no es una entidad de iniciativa social, en concreto se trata de las siguientes adjudicaciones a favor de Simpromi, Sociedad Insular para la promoción de las personas con discapacidad, S.L, entidad que, siendo un centro social de empleo, no es de iniciativa social, por lo que no pueden considerarse como contratos reservados: 
▪ La Dirección General de Juventud tramitó un contrato menor de mantenimiento de jardines por importe de 5.713,59 €. 
▪ La Agencia Canaria de investigación (ACIISI), un contrato de suministro de plantas de interior por un importe de 667,68 €.
▪ La Radio Televisión Canaria (RTVC), un contrato de mantenimiento de jardines por importe de 1.400,00 € 
▪ La Escuela de Servicios Sanitarios y Sociales de Canarias (ESSSCAN), un contrato de mantenimiento de plantas, por importe de 1157,76 €.
▪ La Secretaría General Técnica de la Consejería de Economía, Conocimiento y Empleo, mantenimiento de plantas/jardín interior También, la SGT de Turismo ha tramitado un contrato de suministro de carpetas blancas, por importe de 667,67 € a favor de CEE Integrarte S.L., que, igualmente, es un centro social de empleo, pero no es entidad de iniciativa social y Promotor Turismo Canarias S.A un contrato de servicio de limpieza por importe de 4793,60 euros al CEE Servidis S.L, que no es de iniciativa social.
La SGT de Sanidad ha tramitado contratos menores con centros que no cumplen para 13 de 14 ser considerados reservados, en concreto, la recogida selectiva de residuos por importe de 1.097,93 euros favor del Grupo Ataretaco ( no es CEE de iniciativa social ni de inserción) y dos contratos de Jardinería (Acondicionamiento parterre: limpieza, aporte tierra y plantación arbustiva) por importe de 1.379,98 y 2.477,91 con Picconia Gest SL, que es un CEE pero no de iniciativa social. 
Nuevamente, se subraya a este respecto, que el Servicio Canario de Empleo dispone en su página web de la información pormenorizada sobre los Centros especiales de empleo y de inserción, con detalle de sus datos y sus actividades económicas. Ello sin perjuicio de que, en aplicación del principio de libertad de acceso a las licitaciones y desde la salvaguarda de la libre competencia, se admitan otras entidades cuyo ámbito territorial no sea Canarias. 
Señalar, igualmente, que la sociedad mercantil pública Hoteles Escuela de Canarias S.A., en su contestación al requerimiento de información sobre los contratos reservados, manifiesta que ha realizado una contratación de servicios de limpieza a favor de CEE Seringlobal, Canarias S.L, que es un centro de iniciativa social, pero al no estar publicada su licitación en el perfil del contratante alojado en la Plataforma (PLACSP), no se ha podido comprobar su cumplimiento.
En el anuncio de licitación o en el de adjudicación de los contratos menores debe hacerse referencia a la citada Disposición Adicional Cuarta de la LCSP, exigencia legal que no es baladí, puesto que constituye un elemento formal que incide directamente en el principio de publicidad, y que, por las especiales características de los colectivos a los que está dirigido, adquiere una importancia cualitativa. 
En definitiva, se puede afirmar que los órganos de contratación siguen sin prestar a este tipo de contratos la relevancia que merecen dada la función social que comportan, y lo que es más grave, siguen sin asumir la importancia que tienen por la obligación que la LCSP les impone, lo que obliga a una reflexión. 
Por todo lo expuesto, si en el Informe 4/2020 esta Junta Consultiva ya valoró como ínfimo el grado de cumplimiento alcanzado por los órganos de contratación en relación no sólo al Acuerdo del Gobierno de Canarias de 22 de mayo de 2019 que fija un porcentaje mínimo de reserva del derecho a participar en los procedimientos de adjudicación de determinados contratos o lotes a los Centros Especiales de Empleo de iniciativa social, a las empresas de inserción y programas de empleo protegido, sino al cumplimiento, igualmente, de la obligación impuesta por la LCSP en relación a los contratos ejecutados en el ejercicio2019, el presente informe vuelve a expresar, lamentablemente, el mínimo el grado de cumplimiento alcanzado por los órganos de contratación del citado Acuerdo del Gobierno y de la obligación impuesta por la LCSP en relación a los contratos tramitados en el ejercicio 2020. Por ello, se incorporan de nuevo, medidas incentivadoras por estimarse convenientes para garantizar o, al menos, favorecer, su cumplimiento:
1.- Incidir, una vez más, en la necesidad de una mayor profesionalización de los empleados públicos que gestionan la materia de contratación, ya que sólo el conocimiento en profundidad 14 de 14 de esta normativa tan específica, puede dar lugar a su eficiente aplicación; medida que ha de ir acompañada de la dotación de personal suficiente en los centros directivos y en las unidades administrativas de los órganos de contratación. 
2.- Paralelamente, esa profesionalización y dotación de personal debería ir acompañada de una reestructuración y centralización de las unidades administrativas dedicadas a la contratación, evitando la existencia de unidades que tramitan contratos de forma esporádica, y por importes menores, de modo que se configuren las unidades administrativas de contratación con competencia y dedicación en exclusiva para la contratación administrativa, y no unidades de contratación con otras muy diversas funcionalidades y competencias dentro de las mismas. 
3.- Por último, subrayar la necesidad de una formación continua obligada al personalempleadas y empleados públicos de contratación, en el ámbito de la contratación pública, y en especial en materia de contratos reservados, con el fin de trasladar la importancia y la obligatoriedad de esta contratación a los jefes de servicio de los distintos Departamentos con competencias y funciones en materia de contratación, al objeto de generalizar una formación básica e indispensable en cuanto al régimen de estos contratos reservados. 
H) Baleares
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
No hay Informes desde el último Seminario.
I) Madrid
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa.
→ Informe 4/2021, de 29 de octubre de 2021. Sobre la suspensión de los contratos de servicios cuando se suspende el contrato de obras al que están ligados.
Las consecuencias de la suspensión de los contratos de obras sobre los contratos de servicios complementarios dependerán de si es necesaria o no la ejecución de estos contratos de servicios mientras la obra se encuentre suspendida. En su caso, la suspensión habrá de efectuarse conforme a lo dispuesto en los pliegos de cláusulas administrativas particulares y la normativa del contrato de servicios al respecto.
Durante la suspensión de las obras, el responsable de su vigilancia y seguridad es el contratista, conforme a lo dispuesto en el artículo 33 del Pliego de Cláusulas Administrativas Generales para la Contratación de Obras del Estado.
Conforme a lo dispuesto en el artículo 208.2. 3.º de la LCSP, una vez acordada la suspensión por las causas indicadas en dicho artículo, la Administración abonará al contratista los daños y perjuicios efectivamente sufridos por éste, según las reglas que se indican en el mencionado artículo y siempre que los acredite convenientemente.
→ Informe 3/2021, de 29 de octubre de 2021. Sobre la posibilidad de identificar ofertas anormalmente bajas en los procedimientos con negociación.
La peculiaridad de la tramitación de los procedimientos con negociación hace innecesario, con carácter general, el establecimiento y aplicación de unos parámetros o criterios objetivos que permitan identificar los casos en que una oferta se considere anormal, ya que se negocia con los licitadores las ofertas iniciales presentadas por éstos para mejorar su contenido en todos los aspectos a negociar que se hayan establecido en el pliego, incluido el precio, en su caso.
No obstante, si en algún supuesto concreto, el órgano de contratación considera necesario el establecimiento de parámetros objetivos que permitan identificar los casos en que una oferta se considere anormal, habrán de contemplarse en el pliego de cláusulas administrativas particulares.
J) Navarra
Órgano: Junta Consultiva de Contratación Administrativa (Comisión Permanente).
→ Informe 6/2021, de 18 de noviembre de 2021. Sobre propuesta de adjudicación con infracción del ordenamiento jurídico.
La propuesta de la Mesa de Contratación designada para actuar en el procedimiento para la adjudicación del contrato para el diseño y definición de la implantación de un sistema de pago por uso en determinadas infraestructuras viarias de la comunidad foral de navarra y su gestión mediante una sociedad pública de futura creación, licitado en el Portal de Contratación de Navarra, contiene una infracción del ordenamiento jurídico, al no estar acreditada la solvencia de la persona propuesta como adjudicataria, conforme a los términos del pliego que rigen el contrato.
La infracción del ordenamiento jurídico afecta exclusivamente a la persona a cuyo favor se hace la propuesta, por lo que la adjudicación debería hacerse a favor de la siguiente persona en el orden de valoración de las ofertas que no se encontrase afectada por la infracción. Dado que conforme a los datos que se han aportado a esta Junta de Contratación no existe otra licitadora que pueda resultar adjudicataria, procede la declaración del procedimiento como desierto. 
→ Informe 5/2021, de 8 de octubre de 2021. Sobre diversas cuestiones relacionadas con el régimen especial para contratos de menor cuantía.
La necesidad de utilizar un procedimiento de contratación con concurrencia pública viene determinada por el valor estimado del contrato, que debe ser calculado teniendo en cuenta el importe de licitación junto con todas las posibles prórrogas, modificaciones y otros conceptos, sin que pueda llevarse a cabo el fraccionamiento del objeto del contrato con la intención de sustraer el mismo a la normas de publicidad y adjudicación que correspondan. 
El objeto del contrato es único, y su separación en diferentes prestaciones contratadas separadamente constituye un fraccionamiento ilegal del contrato cuando existe una unidad funcional entre las diferentes prestaciones o las mismas no son susceptibles de uso o aprovechamiento separado. 
→ Informe 4/2021, de 1 de julio de 2021. Sobre diversas cuestiones derivadas de la Ley 7/2020, de 6 de abril, en relación con los contratos de concesión de servicios suspendidos.
El contenido del artículo 2.5 de la Ley Foral 7/2020, de 6 de abril, por la que se aprueban medidas urgentes para responder al impacto generado por la crisis sanitaria del coronavirus (COVID 19), de acuerdo con lo establecido por la Disposición Final Segunda, sigue vigente a la fecha de firma de este informe y en tanto no se cumpla la condición establecida en el mismo: la aprobación de una norma con rango de Ley Foral que determine la desaparición de las circunstancias extraordinarias que motivan su aprobación. 
La Ley Foral 7/2020 establece un derecho al reequilibrio económico del contrato cuando la situación de hecho o de derecho creada por la COVID-19 y las medidas adoptadas por las Administraciones Públicas para combatirlo, generen una pérdida de ingresos y/o el incremento de los costes soportados, respecto a los previstos en la ejecución ordinaria del contrato de concesión de servicios. 
Este reequilibrio, que no puede suponer la eliminación de la transferencia del riesgo propia de la concesión, podrá llevarse a cabo bien a través de la ampliación del plazo de la concesión, bien mediante la modificación de las condiciones económicas del contrato. 
La Ley Foral 7/2020, de 6 de abril, no establece ninguna previsión específica respecto del pago a cuenta de la compensación para los contratos de concesión de servicios. En consecuencia, en ausencia de norma especial, a esta cuestión deben serle de aplicación las disposiciones que rijan el contrato. 
V. DICTÁMENES DEL CONSEJO CONSULTIVO DE ARAGON EN MATERIA DE CONTRATACIÓN PÚBLICA.
→ Dictamen 107/2021, de 14 de julio de 2021. 
El Consejo Consultivo de Aragón ha examinado el expediente remitido por el Ayuntamiento de Zaragoza (Zaragoza), sobre la interpretación que debe darse a la cláusula 3.5.5.2 del Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares (parte 3 explotación) que forma parte del Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares para la selección del socio privado que participará con el Ayuntamiento de Zaragoza en la constitución de la sociedad de economía mixta que gestionará el servicio público (construcción, financiación explotación y mantenimiento) de la línea 1 del tranvía de Zaragoza (parque Goya — Valdespartera) y del contrato de gestión de servicio público correspondiente.
La cuestión que se plantea en este procedimiento consiste en determinar si resulta conforme a derecho la interpretación del contrato, que consta en la «Propuesta de 29 de junio de 2021 de la Oficina Jurídica de Servicios Públicos y Movilidad». 
Como afirma la STS 18 de diciembre de 2000, no cabe acudir a los preceptos que el Código Civil dedica a la interpretación de los contratos si las cláusulas del pliego de condiciones o de la oferta no son dudosas ni oscuras, sino perfectamente claras. 
Y, en este sentido, de la literalidad de la cláusula 3.5.5.2 del Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares (parte 3 explotación) no parece que ofrezca duda alguna: «Se considerará que se ha llegado al grado de ocupación máxima en una franja horaria dada para un tipo de día determinado (laborable, sábado o domingo/festivo) cuando a lo largo de tres meses consecutivos se supere la ocupación máxima permitida en el 25% de los viajes mensuales asociados a sesenta minutos de la franja horaria de ese tipo de día». 
Eliminar del cómputo de los tres meses consecutivos, en relación con lo previsto en la cláusula P.3.5.5.2 del Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares, la primera semana del mes de septiembre, para integrarla en el periodo de verano a los efectos de lo previsto en dicha cláusula, supone, a juicio de este Consejo, una modificación de lo dispuesto en el Pliego, que no puede llevarse a cabo a través de un documento, titulado «Procedimiento: cálculo del grado de ocupación de los tranvías», al que el propio contratista niega la interpretación que pretende extraerse del mismo. 
Pero, además, resulta absolutamente innecesario por cuanto la cláusula P.3.5.5.2 del Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares tampoco exige que los tres meses consecutivos sean naturales. 
Esta interpretación gramatical es, además, coherente con el principio de la interpretación sistemática del PCAPE y del PPTP según la cual, las cláusulas de los contratos deben interpretarse las unas por las otras, atribuyendo a las dudosas el sentido que resulte del conjunto de todas. 
Considera no ajustada a derecho la interpretación de la «Propuesta sobre la interpretación que debe darse a la cláusula 3.5.5.2 del Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares (parte 3 explotación) que forma parte del Pliego de Prescripciones Técnicas Particulares para la selección del socio privado que participará con el Ayuntamiento de Zaragoza en la constitución de la sociedad de economía mixta que gestionará el servicio público (construcción, financiación explotación y mantenimiento) de la línea 1 del tranvía de Zaragoza (parque Goya — Valdespartera) y del contrato de gestión de servicio público correspondiente», que formula la Oficina Jurídica de Servicios Públicos y Movilidad, de 29 de junio de 2021. 
→ Dictamen 140/2021, de 22 de septiembre de 2021.
El Consejo Consultivo de Aragón ha examinado el expediente remitido por la Diputación Provincial de Teruel, a través de la Consejera de Presidencia y Relaciones Institucionales, sobre la interpretación que debe darse a determinadas estipulaciones del contrato formalizado el 5 de abril de 2002, entre la Diputación Provincial de Teruel (en adelante DPT) y la UTE Empresa Mixta Teruel, para la selección de socio privado de la empresa mercantil Servicio de Aguas y Saneamiento de Teruel, S.A., en la actualidad el único socio privado de SASTESA (49% de propiedad). 
La cuestión que se plantea en este procedimiento de interpretación contractual consiste en determinar si 
«a) Si deben someterse a una segunda licitación los encargos, encomiendas o convenios que se formalicen entre los municipios de la provincia de Teruel y la Diputación Provincial de Teruel para que SASTESA preste los servicios incluidos en su objeto social o forman parte del objeto y finalidad de la constitución de la Colaboración Público Privada Institucional (CPPI). 
b) Si se entiende que el Contrato de 5 de abril de 2002 (y documentación preceptiva: pliegos de cláusulas administrativas, pliego de prescripciones técnicas, estatutos sociales y demás documentos integrantes de la licitación del referido contrato) establece que las prestaciones que debe o puede ejecutar SASTESA están suficientemente determinadas en dicha documentación. 
c) Si las relaciones derivadas de la CPPI tienen carácter de contrato público o si pueden ser considerada de naturaleza de convenio de cooperación y por tanto excluidas de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público conforme al artículo 6 de la misma». 
La solicitud de interpretación en el año 2018, el 28 de diciembre, por parte de D. Dionisio García Comín, en representación de Aragonesa de Servicios Públicos, S. L. (ASP, S L), produce cierta perplejidad a este Consejo Consultivo toda vez que desde la fecha de celebración del contrato (abril de 2002) ha sido interpretado en un sentido determinado, entre otras cosas porque la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Aragón de 2008, así como los informes de la Junta Consultiva e Contratación Administrativa de Aragón (en delante JCCAr) Informe 1/2012 y 22/2018, fueron claros y precisos, tal como figuran resumidos en los antecedentes de este dictamen. 
La pretensión de interpretar que el contrato de 5 de abril de 2002 supone una concesión administrativa para todos los contratos de gestión de servicios públicos de los abastecimientos de agua, así como de las obras relacionadas con los mismos, de todos los municipios de la provincia de Teruel —en base al papel coordinador y prestador que tienen las diputaciones provinciales (reforzado por una legislación de régimen local posterior a la celebración del contrato)—, sin definición previa de todos los elementos que constituyen la relación obligatoria, ni de los derechos y obligaciones del municipio, usuarios, diputación provincial y concesionario, semeja cierta fantasía jurídica. 
Los acuerdos plenarios de 23 de febrero de 2001 de creación de una sociedad de capital mixto, de 29 de junio de 2001 de aprobación del Pliego de condiciones administrativas particulares y técnicas reguladoras del concurso para selección del socio privado para la constitución de la empresa de capital mixto —y los propios PACP y PPT que rigieron el concurso—, establecen claramente que el objeto del concurso fue únicamente para la selección de socio privado para la constitución de la empresa de capital mixto denominada Servicio de Aguas y Saneamiento de Teruel (SASTESA), que se dedicaría a la prestación de los servicios del ciclo integral del agua como objeto social de la sociedad. 
El tipo de licitación del procedimiento, la cantidad de 24.500.00 pesetas, al alza, correspondiente al 49% de las acciones representativas de la sociedad de capital mixto, es muy indicativo acerca del objeto del procedimiento de adjudicación. Es difícil encajar en dicha licitación, una concesión administrativa, para la gestión de todos los contratos de servicios públicos de gestión del agua de los municipios de la provincia de Teruel, a determinar en el futuro o relacionados con el ciclo de abastecimiento de agua de forma genérica e indeterminada. 
Considera ajustada a derecho la interpretación de la «Propuesta de aprobación de la interpretación contractual del contrato administrativo entre la Diputación Provincial de Teruel y la UTE empresa mixta aguas y saneamiento de Teruel, SA. (SASTESA)», que formula el Pleno de la Diputación Provincial de Teruel, mediante acuerdo de 31 de marzo de 2021. 
→ Dictamen 158/2021, de 22 de septiembre de 2021.
La Comisión del Consejo Consultivo de Aragón ha examinado el expediente remitido la Mancomunidad Forestal Ansó-Fago a través de la Consejera de Presidencia y Relaciones Institucionales del Gobierno de Aragón, relacionado con la resolución del contrato administrativo de gestión del servicio de explotación, conservación y mantenimiento del Camping de Zuriza de Ansó suscrito por la citada Mancomunidad y AO, S.L. 
Se informa favorable la propuesta de resolución en cuanto a la concurrencia de la causa de resolución del contrato consistente en el incumplimiento culpable del contratista de la obligación de pago del canon del contrato administrativo de gestión del servicio de explotación, conservación y mantenimiento del Camping de Zuriza de Ansó suscrito por la Mancomunidad Forestal Ansó-Fago y AO, S.L., con imputación de culpa a la contratista y, por lo tanto, incautación de la garantía. 
→ Dictamen 168/2021, de 22 de septiembre de 2021.
La Comisión del Consejo Consultivo de Aragón ha emitido dictamen sobre la propuesta remitida desde el Ayuntamiento de Escatrón (Zaragoza), a través de la Consejera de Ciudadanía y Derechos Sociales del Gobierno de Aragón (en sustitución de la Consejera de Presidencia y Relaciones Institucionales), en la que se plantea la resolución del contrato de obras de derribo de edificio y muro de contención, celebrado entre la entidad local y T., S.L. 
Se informa con carácter favorable la resolución del contrato de obras de derribo de edificio y muro de contención, celebrado entre el Ayuntamiento de Escatrón y T.  S.L., por concurrir la causa de resolución prevista en el artículo 211.1.d) de la LCSP, con la salvedad referida en los parágrafos 18 a 22 en relación con la imposición de penalidades. 
No obstante lo anterior, es preciso hacer referencia a una cuestión que se desprende de alguno de los documentos incorporados al expediente. La entidad contratista menciona en su escrito de alegaciones la existencia de un procedimiento de imposición de penalidades por demora en la ejecución del contrato, sin que la documentación relativa al mismo obre en el expediente remitido. 
La imposición de penalidades es una alternativa a la resolución de contrato en los casos de demora en el cumplimiento del plazo total (así como de los plazos parciales, en los casos establecidos en la LCSP). 
Así, el artículo 193.3 de la LCSP establece que «cuando el contratista, por causas imputables al mismo, hubiere incurrido en demora respecto al cumplimiento del plazo total, la Administración podrá optar, atendidas las circunstancias del caso, por la resolución del contrato o por la imposición de las penalidades diarias en la proporción de 0,60 euros por cada 1. 000 euros del precio del contrato, IVA excluido. El órgano de contratación podrá acordar la inclusión en el pliego de cláusulas administrativas particulares de unas penalidades distintas a las enumeradas en el párrafo anterior cuando, atendiendo a las especiales características del contrato, se considere necesario para su correcta ejecución y así se justifique en el expediente». 
Y el PCAP, en su cláusula vigesimotercera, establece que «por cada día de retraso, una vez transcurridos cuatro meses desde la firma del acta de replanteo, e impondrá una penalidad de 30€». Y se añade, en la cláusula vigesimocuarta del PCAP, que procederá la resolución del contrato por el incumplimiento del plazo total «siempre que el órgano de contratación no opte por la imposición de las penalidades». 
Esto es, tratándose, como hemos expuesto, de una alternativa, el órgano de contratación debe optar bien por la imposición de penalidades bien por la resolución del contrato, pero en ningún caso procede iniciar ambos procedimientos al mismo tiempo. Y, en caso de que, efectivamente, se hayan impuesto penalidades en el caso analizado, únicamente si las mismas han alcanzado un múltiplo del 5% del precio del contrato, se podrá plantear nuevamente la opción entre la resolución o la imposición de nuevas penalidades, tal y como se establece en el apartado 4 del artículo 193 de la LCSP. 
Desconocemos si las penalidades a las que se refiere la entidad contratista se han hecho efectivas o no, o si el importe de las mismas ha alcanzado un múltiplo del 5% del precio del contrato, pues no se contienen datos al respecto en el expediente remitido. Pero si no se hubiera alcanzado tal cantidad en las penalidades, no procedería la resolución del contrato. 
VI.- OTROS DOCUMENTOS.
→ Informe Anual de Supervisión 2021. Módulo I. Actividad consultiva (OIRESCON). 
Puede consultarse en la siguiente Web:
https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informe-anual-supervision-2021/ias2021-modulo1.pdf
→ Informe Anual de Supervisión 2021. Módulo II. La fase preparatoria del contrato (OIRESCON). 
Puede consultarse en la siguiente Web:
https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informe-anual-supervision-2021/ias2021-modulo2.pdf
→ Informe Anual de Supervisión 2021. Módulo III. Prácticas colusorias en materia de contratación pública (OIRESCON). 
Puede consultarse en la siguiente Web:
https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informe-anual-supervision-2021/ias2021-modulo3.pdf
→ Informe Anual de Supervisión 2021. Módulo IV. La prevención y lucha contra la corrupción en la contratación pública (OIRESCON). 
Puede consultarse en la siguiente Web:
https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informe-anual-supervision-2021/ias2021-modulo4.pdf
→ Informe Anual de Supervisión 2021. Módulo V. La supervisión del principio de publicidad y transparencia en la contratación pública (OIRESCON). 
Puede consultarse en la siguiente Web:
https://www.hacienda.gob.es/RSC/OIReScon/informe-anual-supervision-2021/ias2021-modulo5.pdf
39

